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Suero de referencia comunitario ADV-gE J.
Suero de referencia comunitario ADV-gE K.
Suero de referencia comunitario ADV-gE L.
Suero de referencia comunitario ADV-gE M.
Suero de referencia comunitario ADV-gE N.
Suero de referencia comunitario ADV-gE O.
Suero de referencia comunitario ADV-gE P.
Suero de referencia comunitario ADV-gE Q.

c) Para controlar los lotes, el suero de referencia
comunitario ADV1 debe proporcionar un resultado posi-
tivo a la dilución 1:8 y uno de los sueros de referencia
comunitarios de ADV-gE G a ADV-gE Q, de la lista b),
deberá dar un resultado negativo.

3. El Laboratorio Central de Veterinaria de Algete
(Madrid) será el encargado de comprobar la calidad de
la técnica ELISA y, en particular, de la producción y nor-
malización de sueros de referencia nacionales con arre-
glo a los sueros de referencia comunitarios.

ANEXO VI

Información anual para el seguimiento de la enferme-
dad de Aujeszky

En el informe constarán, al menos, los siguientes
datos:

a) Número de explotaciones registradas.
b) Censo de animales.
c) Número de explotaciones y animales vacunados.
d) Número de explotaciones calificadas.
e) Número de explotaciones controladas serológi-

camente y resultados.
f) Número de controles serológicos efectuados y

resultados de dichos controles.

MINISTERIO DE ECONOMÍA

7744 REAL DECRETO 378/2003, de 28 de marzo,
por el que se desarrolla la Ley 16/1989, de
17 de julio, de Defensa de la Competencia,
en materia de exenciones por categorías,
autorización singular y registro de defensa de
la competencia.

La Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la
Competencia, prohíbe en su artículo 1 toda conducta
que tenga por objeto, produzca o pueda producir el efec-
to de impedir, falsear o restringir la competencia en la
totalidad o parte del mercado nacional.

La ley recoge también la posibilidad de que deter-
minadas conductas de las prohibidas por el artículo 1
puedan, no obstante, ser autorizables siempre que se
cumplan determinados requisitos. Ello es lógico, si tene-
mos en cuenta que determinados acuerdos entre empre-
sas son beneficiosos para el mercado. Así, el artículo 3
recoge los supuestos para la autorización de prácticas
prohibidas y el artículo 5 permite que el Gobierno,
mediante los denominados reglamentos de exención,
autorice determinadas categorías de acuerdos, decisio-
nes, recomendaciones o prácticas que, conforme al ar-
tículo 3 de la ley, podrían ser objeto de una autorización
singular. Mediante esta técnica, procedente del derecho
comunitario, la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa
de la Competencia, permite la autorización en bloque
de acuerdos o prácticas restrictivas de la competencia,

cuando se dan las condiciones previstas por la propia
ley.

De acuerdo con estas previsiones, se aprobó el Real
Decreto 157/1992, de 21 de febrero, por el que se
desarrolla la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa
de la Competencia, en materia de exenciones por cate-
gorías, autorización singular y Registro de Defensa de
la Competencia. Este real decreto incorporaba al orde-
namiento jurídico español la exención de aquellos acuer-
dos o prácticas, referidas al mercado nacional, que ya
habían sido objeto de exención por el derecho comu-
nitario mediante la misma técnica.

Desde la promulgación de este real decreto en 1992,
el ordenamiento comunitario ha experimentado una pro-
funda transformación en la materia, con la aprobación
de varios reglamentos de exención, entre los que deben
citarse el Reglamento (CE) n.o 1400/2002 de la Comi-
sión, de 31 de julio de 2002, el Reglamento (CE)
n.o 240/1996 de la Comisión, de 31 de enero de 1996,
el Reglamento (CE) n.o2790/1999 de la Comisión, de 22
de dic iembre de 1999, e l Reglamento (CE)
n.o 2658/2000 de la Comisión, de 29 de noviembre
de 2000, el Reglamento (CE) n.o 2659/2000 de la Comi-
sión, de 29 de noviembre de 2000, y el Reglamento
(CE) n.o358/2003 de la Comisión, de 27 de febrero
de 2003. Estos reglamentos han supuesto un importante
cambio de orientación en la política comunitaria de exen-
ciones, han dado una mayor libertad de actuación a las
empresas sin poder sustancial para alterar el mercado,
y han centrado la actuación de las autoridades en aque-
llos casos con mayor repercusión en la vida económica.

La búsqueda de la necesaria coherencia económica
y jurídica entre la normativa comunitaria y nacional en
materia de exenciones por categorías, así como razones
de seguridad jurídica para las empresas que operan en
España, recomiendan sustituir el Real Decreto 157/1992
por uno nuevo que incorpore los nuevos reglamentos
de exenciones comunitarios, incluido el relativo al sector
de los seguros que no fue incorporado entonces por
su aprobación posterior a la entrada en vigor del real
decreto al que éste sustituye y que también ha sido
recientemente modificado.

Junto a esta actualización de la normativa nacional
sobre exenciones por categorías y su sincronización con
la vigente en el contexto comunitario, este real decreto
también introduce algunas modificaciones en el proce-
dimiento de autorización singular regulado en el capí-
tulo II, para adaptarlo a las reformas introducidas por
las Leyes 52/1999, de 28 de diciembre, de reforma
de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la
Competencia, 1/2002, de 21 de febrero, de Coordina-
ción de las Competencias del Estado y las Comunidades
Autónomas en materia de Defensa de la Competencia,
subsanar algunas de las deficiencias detectadas a lo lar-
go de los 10 años de aplicación, y admitir expresamente
la automática recepción por el derecho nacional, sin
necesidad de acto expreso, de las modificaciones y sus-
tituciones que experimenten los reglamentos comuni-
tarios, lo que en el momento actual no es posible por
la interpretación que ha prevalecido en este punto del
Real Decreto 157/1992 que se deroga.

En este sentido, se ha simplificado la regulación de
la tramitación por el Tribunal de Defensa de la Com-
petencia de la concesión de la autorización, prescindien-
do del casuismo procedimental en que incurriría el Real
Decreto 157/1992, con lo que se dota al Tribunal de
una mayor libertad de movimientos sin mengua ninguna
de las garantías de los interesados en el expediente.
Resuelve también el nuevo reglamento las dificultades
de interpretación que resultaban de la desconexión entre
los artículos 4.2 y 4, 10.4 y 46.3 de la Ley 16/1989,
de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, respecto
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de la continuación de la práctica objeto de solicitud mien-
tras se tramita su autorización. Por su parte, en la reno-
vación de la autorización se prevé la resolución directa
por el Tribunal a la vista del informe de vigilancia que
el Servicio de Defensa de la Competencia le remite antes
de que la caducidad de la autorización se produzca. Y,
por último, se precisan los supuestos de revocación y
modificación de las autorizaciones singulares, indicando
el procedimiento de tramitación, y se dedica un artículo
especial a la retirada de las exenciones por categorías.

En todo caso, el ejercicio de las competencias esta-
tales y autonómicas para la tramitación del procedimien-
to de autorización definido por este real decreto habrá
de enmarcarse en los criterios establecidos en los puntos
de conexión previstos en el artículo 1 de la Ley 1/2002,
de 21 de febrero, de Coordinación de las Competencias
del Estado y las Comunidades Autónomas en materia
de Defensa de la Competencia.

La regulación del Registro de Defensa de la Com-
petencia, recogida en el capítulo III, especifica la infor-
mación registral accesible a los particulares y modifica
los datos que deben de inscribirse en lo referente al
control de concentraciones, de conformidad con la nueva
regulación introducida por el Real Decreto 1443/2001,
de 21 de diciembre, por el que se desarrolla la
Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Com-
petencia, en lo referente al control de las concentra-
ciones económicas.

Finalmente, se modifica el régimen de recursos pre-
visto en el capítulo IV para adaptarlo a la nueva redacción
del artículo 47 de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de
Defensa de la Competencia, introducida también por la
Ley 52/1999.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Economía,
previa aprobación del Ministro de Administraciones
Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del
día 28 de marzo de 2003,

D I S P O N G O :

CAPÍTULO PRELIMINAR

Objeto

Artículo 1. Objeto.

Este real decreto tiene por objeto autorizar las cate-
gorías de acuerdos, decisiones, recomendaciones y prác-
ticas concertadas o conscientemente paralelas a las que
se refiere el artículo 5 de Ley 16/1989, de 17 de julio,
de Defensa de la Competencia, ordenar el procedimiento
para la concesión de autorizaciones singulares previsto
en el artículo 4 de la citada ley y regular el Registro
de defensa de la competencia.

CAPÍTULO I

Exenciones por categorías

Artículo 2. Exenciones por categorías.

1. Acuerdos verticales. De conformidad con lo dis-
puesto por el artículo 5.1.a) de la Ley 16/1989, de 17
de julio, de Defensa de la Competencia, quedan auto-
rizados los acuerdos en que participen dos o más empre-
sas que operen, a efectos del acuerdo, en planos distintos
de la cadena de producción o distribución y que se refie-
ran a las condiciones en las que las partes pueden adqui-
rir, vender o revender determinados bienes o servicios,
en la medida en que tales acuerdos afecten únicamente

al mercado nacional y siempre que cumplan las dispo-
siciones establecidas en:

a) El Reglamento (CE) n.o 2790/1999 de la Comi-
sión, de 22 de diciembre de 1999, o en aquellos regla-
mentos comunitarios que le sustituyan.

b) El Reglamento (CE) n.o 1400/2002 de la Comi-
sión, de 31 de julio de 2002, o en aquellos reglamentos
comunitarios que le sustituyan.

2. Acuerdos de transferencia de tecnología. De con-
formidad con lo dispuesto por el artículo 5.1.a) de la
Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Com-
petencia, quedan autorizados los acuerdos en que par-
ticipen únicamente dos empresas e impongan restric-
ciones en relación con la adquisición o utilización de
derechos de propiedad industrial o intelectual, o de cono-
cimientos secretos industriales o comerciales, en la medi-
da en que tales acuerdos afecten únicamente al mercado
nacional y siempre que cumplan las disposiciones esta-
blecidas en el Reglamento (CE) n.o 240/1996 de la Comi-
sión, de 22 de diciembre de 1996, o en aquellos regla-
mentos comunitarios que le sustituyan.

3. Acuerdos horizontales. De conformidad con lo
dispuesto por el artículo 5.1.b) de la Ley 16/1989, de 17
de julio, de Defensa de la Competencia, quedan auto-
rizados los acuerdos que, pertenecientes a algunas de
las siguientes categorías, afecten únicamente al mercado
nacional, siempre que cumplan las condiciones que para
cada una de ellas a continuación se establecen:

a) Acuerdos de especialización, siempre que el
acuerdo cumpla las disposiciones establecidas en el
Reglamento (CE) n.o 2658/2000 de la Comisión, de 29
de noviembre de 2000, o en aquellos reglamentos comu-
nitarios que le sustituyan.

b) Acuerdos de investigación y desarrollo, siempre
que el acuerdo cumpla las disposiciones establecidas
en el Reglamento (CE) n.o 2659/2000 de la Comisión,
de 29 de noviembre de 2000, o en aquellos reglamentos
comunitarios que le sustituyan.

4. Acuerdos en el sector de seguros. De conformidad
con lo dispuesto por el artículo 5.1. de la Ley 16/1989,
de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, quedan
autorizadas las categorías de acuerdos que, afectando
únicamente al mercado nacional, cumplan las disposi-
ciones establecidas en el Reglamento (CE) n.o358/2003
de la Comisión, de 27 de febrero de 2003, relativo a
la aplicación del apartado 3 del artículo 81 del Tratado
a determinadas categorías de acuerdos, decisiones y
prácticas concertadas en el sector de los seguros.

5. A efectos de la aplicación de los cuatro apartados
anteriores, se entenderá que el contenido de cada una
de las categorías mencionadas es el definido por los
respectivos reglamentos comunitarios.

Artículo 3. Retirada de la exención.

1. El Tribunal de Defensa de la Competencia (en
adelante, Tribunal) podrá suprimir la aplicación de la
exención contenida en el artículo anterior si se com-
prueba que, en un caso determinado, un acuerdo exento
produce efectos incompatibles con las condiciones pre-
vistas en el artículo 3 de la Ley 16/1989, de 17 de
julio, de Defensa de la Competencia.

2. El procedimiento de retirada de la exención se
podrá iniciar en los siguientes casos particulares:

a) Cuando en el mercado no exista competencia
efectiva de productos idénticos o similares.

b) Cuando se apliquen precios excesivos a los pro-
ductos objeto del acuerdo.

c) Cuando existan prácticas concertadas horizonta-
les relativas a los precios de venta.
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d) Cuando, tratándose de acuerdos regulados en los
Reglamentos (CE) n.o 2790/99 de la Comisión, de 22
de diciembre de 1999, 1400/2002 de la Comisión,
de 31 de julio de 2002, o 240/1996 de la Comisión,
de 31 de enero de 1996, o aquellos que los sustituyan,
el acuerdo afecte a una cuota que supere el 20 por
cien del mercado del producto o productos objeto de
aquel y de los considerados idénticos o similares por
los usuarios.

e) Cuando la existencia de redes paralelas de acuer-
dos similares provoque un efecto acumulativo que cause
una restricción apreciable de la competencia.

f) Cuando los intermediarios o usuarios no puedan
procurarse los productos contemplados en las condicio-
nes practicadas normalmente en mercados diferentes
del afectado por el acuerdo, o existan obstáculos al acce-
so de otros proveedores al mercado afectado.

3. Asimismo, dicho procedimiento se podrá iniciar
cuando se den las condiciones de retirada previstas en
el reglamento comunitario de exención por categorías
que sea aplicable a cada acuerdo concreto.

4. El procedimiento para retirar la exención se ini-
ciará, de oficio o a instancia de parte, por el Servicio
de Defensa de la Competencia (en adelante, Servicio),
y se tramitará conforme a lo previsto en el artículo 15.

Artículo 4. Acuerdos excluidos del régimen de exen-
ción.

Cuando por su naturaleza o contenido un acuerdo
no se ajuste exactamente a ninguna de las categorías
exentas, las partes deberán solicitar la autorización sin-
gular por el procedimiento previsto en el artículo 38
de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la
Competencia, y en este real decreto.

CAPÍTULO II

Procedimiento de autorización singular

Artículo 5. Solicitud de autorización.

1. Las solicitudes de autorización singular de acuer-
dos, decisiones, recomendaciones y prácticas prohibi-
das, al amparo del artículo 3 de la Ley 16/1989, de 17
de julio, de Defensa de la Competencia, se presentarán,
en el formulario de solicitud que figura como anexo de
este real decreto, ante el Servicio.

2. La solicitud deberá contener, en todo caso, todos
los datos necesarios para poder apreciar la naturaleza
y efectos de la conducta y, en particular, los datos iden-
tificativos de las partes que intervienen, el objeto de
la solicitud y la información sobre el mercado o mercados
afectados.

3. Cuando participen en el acuerdo, decisión, reco-
mendación o práctica varias empresas o asociaciones
o agrupaciones de empresas, las solicitudes se presen-
tarán en un único formulario que será suscrito por todos
los partícipes o por un mandatario común. Si la solicitud
fuera presentada sólo por alguna de entre las empresas
participantes, ésta deberá acreditar haber enviado copia
completa de la solicitud a las demás empresas.

4. El solicitante acompañará la documentación
requerida en el anexo citado, en documento original o
copia auténtica. El texto del acuerdo o contrato, o la
descripción de la práctica, para los que se solicita auto-
rización se presentarán en castellano o con traducción
al castellano si estuviese redactado en otra lengua.

Artículo 6. Subsanación.

Si la solicitud de autorización no reúne los requisitos
que señala el artículo anterior, se requerirá al interesado
para que, en un plazo de 10 días, subsane la falta o
aporte la información preceptiva, con indicación de que,
si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido en su peti-
ción y se archivará, previa resolución que declare su
desistimiento.

Artículo 7. Admisión a trámite y audiencia de los inte-
resados.

1. Recibida en forma la solicitud, en la providencia
de iniciación de expediente de autorización se nombrará
instructor y secretario, lo que se notificará a los inte-
resados, con expresa referencia a la fecha de iniciación
y a la autoridad competente para su resolución.

2. Iniciado el expediente, el Servicio publicará una
nota sucinta sobre sus extremos fundamentales, al obje-
to de que cualquier interesado pueda aportar informa-
ción en un plazo que no excederá de 15 días. La referida
nota se publicará en el «Boletín Oficial del Estado» y,
en su caso, en cualquier otro medio de difusión que
garantice una publicidad suficiente, según lo preceptua-
do en el artículo 36.5 de la Ley 16/1989, de 17 de
julio, de Defensa de la Competencia.

3. Al mismo tiempo, el Servicio realizará las inda-
gaciones que estime necesarias, oirá a los interesados
y solicitará el preceptivo informe del Consejo de Con-
sumidores y Usuarios previsto por el artículo 22.5 de
la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa
de Consumidores y Usuarios.

Artículo 8. Calificación de la solicitud.

1. En el plazo máximo de 30 días desde la recepción
en forma de la solicitud prevista en el artículo 5, el Servi-
cio cumplimentará los trámites anteriores, calificará la
solicitud y remitirá el expediente al Tribunal.

2. Cuando el Servicio considere que la información
suministrada es manifiestamente insuficiente para cali-
ficar la solicitud, requerirá al solicitante o a quien proceda
para que faciliten los datos e información necesarios
en un plazo de 10 días, y quedará suspendido el plazo
de 30 días hasta tanto sea cumplimentado el reque-
rimiento.

3. En la calificación, el Servicio hará constar si con-
sidera que el acuerdo, decisión o práctica no exige auto-
rización o, en caso contrario, si procede o no procede
su autorización.

4. Si calificase que la autorización es procedente, el
Servicio hará expresa indicación del supuesto de autori-
zación aplicable conforme al artículo 3 de la Ley 16/1989,
de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, y, en
su caso, si se deben establecer modificaciones, condi-
ciones y obligaciones, así como el período de tiempo
por el que ha de otorgarse la autorización.

Artículo 9. Admisión del expediente por el Tribunal.

1. El Tribunal, recibido el expediente, resolverá
sobre su admisión en el plazo de cinco días, teniendo
en cuenta si se han aportado los antecedentes nece-
sarios. En otro caso, interesará del Servicio la práctica
de las diligencias oportunas, las cuales podrán ser com-
plementadas con las que éste considere pertinentes den-
tro siempre del plazo señalado por el Tribunal.

2. Admitido el expediente a trámite y nombrado
ponente, el Tribunal, antes de dictar resolución, oirá, en
su caso, y las veces que considere necesarias, a los inte-
resados y al Servicio, conjunta o separadamente, y podrá
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decidir la práctica de prueba que se practicará en el
plazo que el Tribunal señale. La audiencia será preceptiva
cuando la autorización vaya a establecer modificaciones,
condiciones u obligaciones y cuando el Servicio hubiese
calificado en contra de la autorización solicitada.

Artículo 10. Carga de la prueba.

La prueba de los hechos, datos o circunstancias ale-
gados como supuestos que, conforme al artículo 3 de
la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Com-
petencia, puedan motivar la autorización corresponde
al solicitante.

Artículo 11. Contenido de la resolución.

1. La resolución por la que se conceda o deniegue
la autorización será motivada.

2. La resolución que conceda la autorización inclui-
rá en su parte dispositiva el supuesto o supuestos de
autorización aplicables conforme al artículo 3 de la
Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la
Competencia, y separadamente cada una de las modi-
ficaciones, condiciones, obligaciones o cargas que se
establezcan y las consecuencias de su incumplimiento,
así como el período de tiempo por el que se otorga
y la fecha de su efectividad que no podrá ser anterior
a la fecha de presentación de la solicitud.

3. No se impondrán multas por infracción del artícu-
lo 1 de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa
de la Competencia, respecto de los acuerdos, decisiones,
recomendaciones y prácticas a que se refiera la solicitud
que hayan sido ejecutados desde su presentación, salvo
que el Tribunal se haya opuesto expresamente a la pues-
ta en práctica, de acuerdo con el artículo 10.4 de la
citada ley. Si la resolución denegara la autorización, inti-
mará, en su caso, a los solicitantes y a los demás autores
de las prácticas prohibidas que hayan sido parte en el
expediente para que desistan de aquéllas, y les prevendrá
de que si desobedecieran la intimación incurrirán en las
sanciones previstas en el artículo 10 de la Ley 16/1989,
de 17 de julio, de Defensa de la Competencia.

Artículo 12. Notificación y registro.

1. La resolución se notificará al solicitante y demás
interesados, si los hubiera, en el plazo máximo de seis
meses a contar desde la presentación, en forma, de la
solicitud, sin perjuicio de las interrupciones en el cóm-
puto de los plazos previstas en el artículo 8. Se dará
traslado, asimismo, al Servicio de Defensa de la Com-
petencia para su inscripción en el registro.

2. A tal efecto, el Tribunal, al dar traslado al Servicio
de sus resoluciones, acompañará el documento o docu-
mentos que contengan el acuerdo, recomendación o
práctica objeto del expediente.

Artículo 13. Resoluciones sobre aplicación provisional.

1. El Tribunal en el plazo de tres meses desde la
presentación de la solicitud de autorización, y sin per-
juicio de las interrupciones en el cómputo de los plazos
previstas en el artículo 8, podrá dictar resolución moti-
vada por la que se acuerde que no procede la aplicación
provisional del acuerdo, decisión o recomendación o
práctica objeto del expediente.

2. Si no lo hiciera, las empresas partícipes podrán
proceder a su aplicación provisional. En tal caso, cuando
el Tribunal dicte resolución, si fuese negativa o impusiese
modificaciones, condiciones u obligaciones, la resolución
fijará la fecha a partir de la cual ha de cesar la aplicación
provisional, y no podrá producir ningún efecto retroactivo
por el periodo de aplicación provisional, según lo previsto
en el artículo 4.4 de la Ley 16/1989.

Artículo 14. Revocación y modificación de autorizacio-
nes singulares.

1. Cuando el Tribunal tuviera conocimiento de que
los beneficiarios de una autorización incumplen las con-
diciones, obligaciones o cargas establecidas, o de que
la concesión se basó en datos relevantes aportados de
forma incompleta o inexacta, o de que se ha producido
un cambio fundamental de las circunstancias que se
tuvieron en cuenta para su concesión, dictará resolución
que acuerde la incoación de expediente de revocación
o modificación.

2. En el caso de que las modificaciones sean mera-
mente formales o sin trascendencia, el Tribunal podrá
dictar, si procede, resolución que modifique la autori-
zación primitiva.

3. Acordada la incoación de expediente de revo-
cación, el Tribunal podrá, a propuesta del Servicio, deci-
dir, como medida cautelar, la revocación provisional de
la autorización, en las condiciones y con las garantías
establecidas en el artículo 45 de la Ley 16/1989, de 17
de julio, de Defensa de la Competencia.

4. Recibida la resolución del Tribunal, el Servicio
realizará la instrucción que sea necesaria para la fijación
de los hechos que fundamenten la revocación o modi-
ficación de la autorización, hechos que concretará y cali-
ficará en un informe propuesta que elevará al Tribunal
en el plazo máximo de tres meses a contar desde el
día siguiente al de la recepción de la resolución del Tri-
bunal que acordó la incoación del expediente.

5. El Tribunal, recibida la propuesta del Servicio,
decidirá en el plazo de cinco días su admisión a trámite
o su devolución al Servicio para la práctica de nuevas
diligencias, que podrán ser completadas con las que éste
considere pertinentes, dentro siempre del plazo señalado
por el Tribunal.

6. Decidida la admisión a trámite y nombrado
ponente, el Tribunal oirá a los interesados y al Servicio,
conjunta o separadamente, las veces que considere
necesarias, podrá practicar prueba y dictará resolución
que será notificada a los interesados en el plazo máximo
de seis meses a contar desde el día siguiente al de la
resolución del Tribunal que acordó la incoación del expe-
diente.

Artículo 15. Retirada de la exención por categorías.

1. Cuando el Servicio estime que existen indicios
suficientes de que se ha producido alguna de las cir-
cunstancias de las contempladas en el artículo 3 o de
las condiciones de retirada previstas en los reglamentos
comunitarios de exención que habilitan al Tribunal para
proceder a la retirada de alguna exención por categorías,
iniciará, de oficio o a instancia de parte, el procedimiento
de retirada de la exención.

2. El Servicio realizará la instrucción que sea nece-
saria para la fijación de los hechos que fundamenten
la retirada de la exención, hechos que concretará y cali-
ficará en un informe propuesta que elevará al Tribunal
en el plazo máximo de tres meses a contar desde el
día siguiente al de la fecha de incoación del expediente
de retirada.

3. El Tribunal, recibida la propuesta del Servicio,
decidirá en el plazo de cinco días su admisión a trámite
o su devolución al Servicio para la práctica de nuevas
diligencias, que podrán ser completadas con las que éste
considere pertinentes, dentro siempre del plazo señalado
por el Tribunal.

4. Decidida la admisión a trámite y nombrado
ponente, el Tribunal oirá a los interesados y al Servicio,
conjunta o separadamente, las veces que considere
necesaria, podrá practicar prueba y dictará resolución
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que será notificada a los interesados en el plazo máximo
de seis meses a contar desde la fecha del acuerdo de
incoación del expediente.

5. Si en el curso del procedimiento el beneficiario
de la exención solicitara una autorización singular, ésta
se acumulará al expediente de retirada de la exención
y el Servicio incluirá también la calificación de la solicitud
de autorización en el informe que remita el Tribunal.

Artículo 16. Renovación de la autorización.

Antes de finalizar el plazo para que el que se concedió
la autorización, el interesado podrá solicitar su renova-
ción al Tribunal, quien, previo informe de vigilancia del
Servicio, la renovará o interesará del Servicio la instruc-
ción de un expediente que se tramitará como el de con-
cesión de autorización singular.

Artículo 17. Solicitud de autorización concurrente con
expediente sancionador.

1. Cuando, iniciado un expediente sancionador,
los interesados solicitaran la autorización del acuerdo,
decisión, recomendación o práctica objeto del expe-
diente, al amparo de lo previsto por el artículo 38.3
de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de
la Competencia, deberán formalizar la solicitud con-
forme a lo previsto por el artículo 5 de este real decreto.

2. La solicitud será objeto de información pública
conforme al artículo 7, y su tramitación podrá acumularse
a la del expediente sancionador, en cuyo caso el Servicio
incluirá también la calificación de la solicitud de auto-
rización en el informe que remita el Tribunal.

3. La resolución del Tribunal que ponga fin a este
expediente contendrá por separado la declaración que
proceda sobre las prácticas o acuerdos objeto del expe-
diente sancionador, con los pronunciamientos acceso-
rios que conforme a la Ley 16/1989, de 17 de julio,
de Defensa de la Competencia, correspondan, y la decla-
ración que conceda o deniegue la autorización en los
términos establecidos por el artículo 11 de este real
decreto.

4. En el supuesto de que con posterioridad a la pre-
sentación de una solicitud de autorización singular se
formulara denuncia por los mismos hechos, en el informe
de calificación de la solicitud se informará al Tribunal
de Defensa de la Competencia del contenido de la denun-
cia.

CAPÍTULO III

Registro de defensa de la competencia

Artículo 18. Contenido del registro.

1. El Registro de defensa de la competencia tendrá
por objeto la inscripción de los acuerdos, decisiones,
recomendaciones y prácticas que el Tribunal haya auto-
rizado y los que haya declarado prohibidos total o par-
cialmente, así como las operaciones de concentración
económica o toma de control de empresas a que se
refieren los artículos 14 y siguientes de la Ley 16/1989,
de 17 de julio, de Defensa de la Competencia.

2. El Registro de defensa de la competencia estará
constituido por las siguientes secciones: sección A), de
acuerdos, decisiones, recomendaciones o prácticas auto-
rizadas, modificadas o prohibidas; sección B), de las con-
centraciones económicas.

Artículo 19. Publicidad del registro.

El registro será público. La publicidad se hará efectiva
mediante consulta o certificación expedida por el fun-
cionario competente, y se limitará a los datos inscribibles
a los que se hace referencia en los artículos 20 y 21
siguientes. La certificación será el único medio de acre-
ditar fehacientemente el contenido de las inscripciones
registrales y será expedida a instancia de quien tenga
interés legítimo, por petición de organismo oficial o del
Consejo de Consumidores y Usuarios.

Artículo 20. Datos inscribibles en la sección A).

En la sección de acuerdos, decisiones, recomenda-
ciones y prácticas autorizadas, modificadas o prohibidas,
se inscribirán las siguientes menciones:

a) La fecha de la resolución del Tribunal.
b) La parte dispositiva de dicha resolución.
c) La naturaleza del acuerdo, decisión, recomenda-

ción o práctica autorizada, modificada o prohibida.
d) El plazo de la autorización.
e) Las cláusulas modificadas o revocadas, en su

caso.
f) Los acuerdos o cláusulas prohibidas.
g) Los nombres y domicilios de las empresas que

figuren en los acuerdos.
h) Los nombres y domicilios de los solicitantes de

las peticiones de autorización.

Artículo 21. Datos inscribibles en la sección B).

En la sección de concentraciones económicas se ins-
cribirán las siguientes menciones:

a) Nombre de las empresas que participan en la
operación de concentración económica o toma de con-
trol.

b) Naturaleza de la operación.
c) Fecha y contenido de la resolución por la que

se pone fin al procedimiento.

Artículo 22. Forma de inscripción.

Las inscripciones en el Registro de defensa de la com-
petencia se realizarán en cualquier tipo de soportes mate-
riales capaces de recoger y expresar, sin duda alguna
y con la garantía de permanencia e inalterabilidad, todas
las circunstancias que, legalmente, hayan de hacerse
constar.

CAPÍTULO IV

Recursos

Artículo 23. Recursos contra los actos del Servicio.

1. Los actos del Servicio que decidan directa o indi-
rectamente el fondo del asunto, determinen la impo-
sibilidad de continuar un procedimiento o produzcan
indefensión o perjuicio irreparable a derechos o intereses
legítimos, serán recurribles ante el pleno del Tribunal
de Defensa de la Competencia en el plazo de 10 días.

2. No se considerará que existe indefensión por
denegación de práctica de pruebas solicitadas por parte
interesada, siempre que dicha decisión se adopte
mediante resolución debidamente motivada y las prue-
bas cuya práctica se solicita sean manifiestamente
improcedentes o innecesarias y, en todo caso, cuando
puedan practicarse ante el Tribunal.

3. En estos casos, y en todos aquellos en que el
recurso interpuesto carezca manifiestamente de funda-
mento, el Tribunal podrá declarar su inadmisibilidad en
resolución motivada.
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Artículo 24. Recursos contra las resoluciones del Tri-
bunal.

El régimen de los recursos contra las resoluciones
del Tribunal reguladas en este real decreto será el esta-
blecido por el artículo 49 de la Ley 16/1989, de 17
de julio, de Defensa de la Competencia.

Disposición adicional única. Referencias a los órganos
de las comunidades autónomas con competencias
en materia de defensa de la competencia.

Las referencias al Tribunal de Defensa de la Com-
petencia y al Servicio de Defensa de la Competencia
contenidas en este real decreto se entenderán efectua-
das a los órganos competentes de las comunidades autó-
nomas cuando las potestades administrativas y los pro-
cedimientos en él regulados se ejerzan o tramiten en
relación con conductas que, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 1 de la Ley 1/2002, de 21 de
febrero, de Coordinación de las Competencias del Estado
y las Comunidades Autónomas en materia de Defensa
de la Competencia, sean competencia de las comuni-
dades autónomas.

Disposición transitoria única. Acuerdos ya vigentes.

Se entenderán autorizados los acuerdos pertenecien-
tes a alguna de las categorías enumeradas en el artícu-
lo 2 y que estuvieran ya vigentes antes de su entrada
en vigor, siempre que cumplan las condiciones de exen-
ción exigibles para cada una de ellas. Asimismo se enten-

derán autorizados los acuerdos comprendidos en dichas
categorías que, en el plazo de seis meses desde la entra-
da en vigor de este real decreto, sean modificados por
las partes para adaptarlos a las condiciones de exención
requeridas para la respectiva categoría.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Queda derogado el Real Decreto 157/1992, de 21
de febrero, por el que se desarrolla la Ley 16/1989,
de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, en materia
de exenciones por categorías, autorización singular y
Registro de Defensa de la Competencia.

Disposición final primera. Facultades de desarrollo.

El Ministro de Economía podrá, mediante orden, modi-
ficar el formulario contenido en el anexo de este real
decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, a 28 de marzo de 2003.

JUAN CARLOS R.

El Vicepresidente Segundo del Gobierno
para Asuntos Económicos
y Ministro de Economía,

RODRIGO DE RATO Y FIGAREDO
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NOTAS:

1. Este formulario se compone:

a) De una carátula en la que se indicará la identidad
de los partícipes, la naturaleza del acuerdo y el sector
económico, así como lugar, fecha y firmas de los soli-
citantes.

b) De las informaciones requeridas en las seccio-
nes 1 a 8, para lo que se recomienda facilitarlas por
su orden en hoja aparte y con mención del número mar-
ginal de referencia.

2. La cumplimentación de este formulario no exclu-
ye la posibilidad de que se solicite información adicional.

3. La parte o partes indicarán en la solicitud, de
forma motivada, las informaciones que deban tratarse
confidencialmente, bien respecto a su divulgación entre
las partes en el acuerdo bien respecto a terceros.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 53 de
la Ley 16/1989, el Servicio y el Tribunal de Defensa
de la Competencia en cualquier momento del expediente
podrán ordenar, de oficio o a instancia del interesado,
que se mantengan secretos los datos o documentos que
consideren confidenciales, formando con ellos pieza
separada.

4. Este formulario no suple la notificación a la Comi-
sión de las Comunidades Europeas prevista en el Regla-
mento n.o17 del Consejo de la Comunidad Económica
Europea, de 6 de febrero de 1962.

5. La solicitud se presentará en:

Servicio de Defensa de la Competencia.
Dirección General de Defensa de la Competencia.
P.o de La Castellana, 162 - 28071 Madrid.

I. Identificación de los partícipes

1. Identidad del solicitante.

a) Denominación o razón social completa, numero
de identificación fiscal, domicilio, teléfono y fax.

Para el caso de comerciantes individuales o socie-
dades sin personalidad jurídica que operen bajo un nom-
bre comercial, indicar también los nombres, apellidos
y dirección del o de los propietarios o de los socios.

b) Sucinta descripción de la empresa o asociación
de empresas que presentan la solicitud. Incluir objeto
social y ámbito territorial en el que opera.

c) Enumeración de los socios que poseen partici-
paciones significativas en el capital de la sociedad. Par-
ticipación en otras empresas.

d) Si la solicitud se presenta en nombre de un ter-
cero o por más de una persona, indicar la dirección y
la calidad del representante (o del mandatario común)
y unir la prueba de su poder de representación.

2. Identidad de los demás partícipes.

a) Denominación o razón social completa, número
de identificación fiscal, domicilio, teléfono y fax.

b) Sucinta descripción de las empresas.
c) Indicar, en su caso, de qué forma estos otros

partícipes han sido informados de esta solicitud.

II. Objeto de la solicitud

3. Breve descripción del acuerdo, decisión, reco-
mendación o práctica para la que se solicita autorización.

4. Datos relativos al mercado. Naturaleza de los bie-
nes o servicios afectados por el acuerdo, decisión, reco-
mendación o práctica. Indique, si lo conoce, el código
de la Nomenclatura Combinada Española (9 cifras) o
código de clasificación nacional de actividades econó-
micas (CNAE) en el caso de servicios. Describa la estruc-

tura del o de los mercados de estos bienes o servicios:
vendedores, compradores, extensión geográfica, volu-
men de negocios, grado de competencia, facilidad o difi-
cultad para nuevos suministradores de penetrar en el
mercado; productos sustitutivos. Si notifica un contrato
tipo (por ejemplo, con distribuidores) indique cuantos
contratos individuales piensa celebrar. Si tiene conoci-
miento de estudios de mercado, dé las referencias.

5. Datos relativos a las partes.

a) Indicar si alguno de los partícipes forma parte
de un grupo de empresas.

b) Cifra de ventas en euros en el último ejercicio
y parte estimada de esta cifra que corresponde al objeto
de la solicitud y cuota de mercado que representa.

c) Control existente sobre los competidores.

6. Datos relativos al acuerdo.

a) Acompañe copia de los acuerdos, contratos, deci-
siones o recomendaciones en castellano, o con traduc-
ción al castellano si estuviese redactado en otra lengua.

Si el contenido del acuerdo no consta por escrito
o sólo parcialmente, dar una descripción completa de
aquél.

b) Detallar las cláusulas que figuran en el acuerdo,
decisión, recomendación o práctica que puedan restrin-
gir la libertad de los partícipes para tomar decisiones
comerciales autónomas, especialmente las relativas a:

Los precios de compra o de venta, los descuentos
y otras condiciones de transacción.

Las cantidades de productos que se han de fabricar
o distribuir, o de servicios que se han de ofrecer.

El desarrollo técnico o las inversiones.
La elección de mercado o de fuente de abastecimiento.
Las compras o ventas a terceros.
La aplicación de condiciones técnicas a entregas de

bienes o servicios equivalentes.
La oferta separada o conjunta de productos o servi-

cios diferentes.

c) ¿Ha notificado este contrato a la Comisión de
las Comunidades Europeas? ¿Cuál fue el resultado? ¿Ha
recibido autorización o certificación negativa?

7. Motivos que justifican la autorización singular en
virtud del artículo 3 de la Ley 16/1989.

Expónganse con el mayor fundamento posible los
motivos que, a juicio del solicitante, justifican la con-
cesión de una autorización singular y, en especial:

1.o En qué medida los acuerdos, decisiones, reco-
mendaciones o prácticas contribuyen a mejorar la pro-
ducción o la comercialización de bienes y servicios, o
a promover el progreso técnico o económico y cumplen
los siguientes requisitos:

a) Permiten a los consumidores y usuarios participar
de forma adecuada de sus ventajas.

b) No imponen a las empresas interesadas más res-
tricciones que las indispensables para la consecución
de aquellos objetivos.

c) No consienten a las empresas partícipes la posi-
bilidad de eliminar la competencia respecto de una parte
sustancial de los productos o servicios contemplados.

O, alternativamente:

2.o En qué medida los acuerdos, decisiones, reco-
mendaciones o prácticas tienen por objeto la promoción
o la defensa de las exportaciones y se encuentran jus-
tificados por la situación económica general o el interés
público.

3.o En qué medida los acuerdos, decisiones, reco-
mendaciones o prácticas tienen por objeto la adecuación
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de la oferta a la demanda cuando se manifiesta en el
mercado una tendencia sostenida de disminución de
ésta, o cuando el exceso de capacidad productiva es
claramente antieconómico y se encuentran justificados
por la situación económica general o el interés público.

4.o En qué medida los acuerdos, decisiones, reco-
mendaciones o prácticas pueden producir una elevación
suficientemente importante del nivel social y económico
de zonas o sectores deprimidos y se encuentran jus-
tificados por la situación económica general o el interés
público.

5.o En qué medida los acuerdos, decisiones, reco-
mendaciones o prácticas no son capaces de afectar de
manera significativa a la competencia en el mercado
por su escasa importancia.

NOTA: En el caso de que concurran varias de las
circunstancias enumeradas, explíquelas separadamente
haciendo referencia al número marginal anteriormente
indicado.

8. Otras informaciones.

Suministre cualquier otra información disponible que
en su opinión podría permitir a los órganos de la com-
petencia apreciar si el acuerdo, decisión, recomendación
o práctica contiene otros beneficios que pudieran jus-
tificar la autorización.

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE ARAGÓN

7745 LEY 6/2003, de 27 de febrero, de Turismo
de Aragón.

En nombre del Rey y como Presidente de la Comu-
nidad Autónoma de Aragón, promulgo la presente Ley,
aprobada por las Cortes de Aragón, y ordeno se publique
en el «Boletín Oficial de Aragón» y en el «Boletín Oficial
del Estado», todo ello de conformidad con lo dispuesto
en el artículo 20.1 del Estatuto de Autonomía.

PREÁMBULO

1

Esta Ley contiene el régimen jurídico general de la
actividad turística en Aragón, en ejercicio de la com-
petencia exclusiva reconocida a la Comunidad Autóno-
ma en el artículo 35.1.37.a del Estatuto de Autonomía.
Hasta ahora, únicamente se había hecho uso de esa
competencia de forma fragmentaria, estableciendo por
vía legal la disciplina turística y regulando por vía regla-
mentaria diversas cuestiones. Parece conveniente pro-
ceder ya a la formalización, en un único texto legal, de
las normas que vertebran el turismo en Aragón, pre-
cisando los elementos esenciales de la organización
administrativa, los instrumentos de ordenación y plani-
ficación de los recursos turísticos, el estatuto de las
empresas afectadas, los medios de fomento y las corres-
pondientes medidas de disciplina. De esta manera, la
Ley ofrecerá la estructura fundamental del sector, deter-
minante de la seguridad y estabilidad precisas para su
desarrollo equilibrado.

La importancia de la Ley deriva del significado eco-
nómico del turismo, que supone la mayor aportación

sectorial al producto interior bruto de la Comunidad Autó-
noma, con un diez por ciento del número total de puestos
de trabajo. El subsector más importante es, sin duda,
el de la nieve, cuya potenciación internacional ha de
merecer todo tipo de apoyo. La Ley ofrece instrumentos
adecuados para ello, pero también atiende a las nuevas
modalidades turísticas, que van consolidándose desde
la pasada década.

El llamado turismo de negocios puede contar con
localidades dotadas de un especial atractivo, habida
cuenta de la facilidad de comunicaciones que propician
especialmente la red de autopistas, el tren de alta velo-
cidad y el establecimiento de nuevas rutas aéreas. El
turismo de salud y el social cuentan con un espléndido
marco de desarrollo en la red de balnearios aragoneses.
Incluso las peregrinaciones religiosas, expresión de fe
con tantas manifestaciones en nuestro territorio, mere-
cen respetuosamente un adecuado tratamiento. Parti-
cular atención debe merecer, en todo caso, el turismo
rural, que, cada vez con mayor fundamento, se presenta
como una herramienta eficaz de reequilibrio territorial
en nuestra Comunidad Autónoma.

El reconocimiento de la existencia de tan gran varie-
dad de actividades turísticas no significa que convenga
dispersar el apoyo público a las mismas. La pluralidad
de las actividades, los recursos, las empresas y los esta-
blecimientos turísticos es prueba de la vitalidad del sec-
tor, que la Ley no pretende encorsetar, sino apoyar y
potenciar. Para ello, se establece la idea y el principio
de configurar Aragón como destino turístico integral,
como territorio capaz de ofrecer respuestas adecuadas
a muy diversas modalidades turísticas que conviene
conectar entre sí.

2

La protección de los recursos naturales y culturales
constituye otro de los valores en torno a los que se
construyen los contenidos de la Ley. Desde el Acta Única
Europea (1986), el nuevo capítulo sobre medio ambiente
del entonces Tratado de la Comunidad Económica Euro-
pea incluyó un precepto estableciendo que «las exigen-
cias de protección del medio ambiente deberán inte-
grarse en la defensa y en la realización de las demás
políticas de la Comunidad». De esta forma, se incorpo-
raba al Tratado una configuración dual del medio ambien-
te: por un lado, el medio ambiente directamente pro-
tegido en la específica política ambiental y, por otro lado,
el medio ambiente cuya tutela es considerada como un
objetivo vinculante para todas las políticas públicas.

Ese carácter bifronte del medio ambiente conlleva
una enorme capacidad transformadora de todas las polí-
ticas públicas. De ahí que, en la reforma del Tratado
acordada en Amsterdam (1997), el contenido del citado
precepto desapareciera del capítulo de medio ambiente,
pasando al artículo 6 de la versión consolidada del Tra-
tado, en la parte de principios generales. Ese artículo
continúa estableciendo la necesaria integración de las
exigencias de protección ambiental en todas las políticas
comunitarias, «en particular con objeto de fomentar un
desarrollo sostenible». El desarrollo sostenible es el con-
cepto que sintetiza la necesaria consideración de inte-
reses económicos y ecológicos en la conformación de
las políticas públicas, incluido el turismo.

Ahora bien, si la anterior argumentación permite con-
cluir la necesaria vinculación ambiental del sector turís-
tico, conviene asimismo considerar la necesidad de con-
tar con unas bases éticas del turismo humanista. Sin
ellas, los compromisos ambientales y culturales enun-
ciados en la Ley no llegarán a ser una realidad. Al mismo
tiempo, esas bases éticas tienen que proporcionar cri-
terios adecuados para no abandonar el turismo social,
que es un resultado altamente apreciable del desarrollo
turístico.


